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I. ASISTENCIA 

Asistieron los Senadores señores: 

	--Aburto Ochoa, Marcos 
--Bitar Chacra, Sergio 
--Boeninger Kausel, Edgardo 
--Bombal Otaegui, Carlos 
--Canessa Robert, Julio 
--Cantero Ojeda, Carlos 
--Cariola Barroilhet, Marco 
--Cordero Rusque, Fernando 
--Chadwick Piñera, Andrés 
--Díez Urzúa, Sergio 
--Fernández Fernández, Sergio 
--Foxley Rioseco, Alejandro 
--Gazmuri Mujica, Jaime 
--Hamilton Depassier, Juan 
--Horvath Kiss, Antonio 
--Lagos Cosgrove, Julio 
--Larraín Fernández, Hernán 
--Lavandero Illanes, Jorge 
--Martínez Busch, Jorge 
--Matta Aragay, Manuel Antonio 
	--Matthei Fornet, Evelyn 
--Moreno Rojas, Rafael 
--Muñoz Barra, Roberto 
--Novoa Vásquez, Jovino 
--Núñez Muñoz, Ricardo 
--Ominami Pascual, Carlos 
--Páez Verdugo, Sergio 
--Pizarro Soto, Jorge 
--Ríos Santander, Mario 
--Romero Pizarro, Sergio 
--Ruiz De Giorgio, José 
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano 
--Sabag Castillo, Hosaín 
--Silva Cimma, Enrique 
--Stange Oelckers, Rodolfo 
--Urenda Zegers, Beltrán 
--Valdés Subercaseaux, Gabriel 
--Vega Hidalgo, Ramón 
--Viera-Gallo Quesney, José Antonio 
--Zaldívar Larraín, Andrés 


Y los Diputados señores: 

	--Acuña Cisternas, Mario 
--Aguiló Melo, Sergio 
--Alessandri Valdés, Gustavo 
--Álvarez Zenteno, Rodrigo 
--Allende Bussi, Isabel 
--Arratia Valdebenito, Rafael 
--Ascencio Mansilla, Gabriel 
--Ávila Contreras, Nelson 
--Bartolucci Johnston, Francisco 
--Bertolino Rendic, Mario 
--Bustos Ramírez, Juan 
--Caminondo Sáez, Carlos 
--Cardemil Herrera, Alberto 
--Ceroni Fuentes, Guillermo 
--Coloma Correa, Juan Antonio 
--Cornejo González, Aldo 
--Cornejo Vidaurrazaga, Patricio 
--Correa de la Cerda, Sergio 
--Delmastro Naso, Roberto 
--Díaz Del Río, Eduardo 
--Dittborn Cordúa, Julio 
--Elgueta Barrientos, Sergio 
--Encina Moriamez, Francisco 
--Errázuriz Eguiguren, Maximiano 
--Espina Otero, Alberto 
--Fossa Rojas, Haroldo 
--Galilea Carrillo, Pablo 
--García García, René Manuel 
--García Ruminot, José 
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro 
--Girardi Lavín, Guido 
--González Román, Rosa 
--Gutiérrez Román, Homero 
--Guzmán Mena, Pía 
--Hales Dib, Patricio 
--Hernández Saffirio, Miguel 
--Huenchumilla Jaramillo, Francisco 
--Ibáñez Santa María, Gonzalo 
--Jaramillo Becker, Enrique 
--Jarpa Wevar, Carlos Abel 
--Jeame Barrueto, Víctor 
--Jiménez Villavicencio, Jaime 
--Jocelyn-Holt Letelier, Tomás 
--Krauss Rusque, Enrique 
--Kuschel Silva, Carlos Ignacio 
--Leal Labrín, Antonio 
--Leay Morán, Cristian 
--León Ramírez, Roberto 
--Letelier Morel, Juan Pablo 
--Longueira Montes, Pablo 
--Lorenzini Basso, Pablo 
--Luksic Sandoval, Zarko 
	--Martínez Labbé, Rosauro 
--Martínez Ocamica, Gutenberg 
--Masferrer Pellizzari, Juan 
--Melero Abaroa, Patricio 
--Mesías Lehu, Iván 
--Molina Sanhueza, Darío 
--Monge Sánchez, Luis 
--Montes Cisternas, Carlos 
--Mora Longa, Waldo 
--Moreira Barros, Iván 
--Mulet Martínez, Jaime 
--Muñoz Aburto, Pedro 
--Muñoz D(Albora, Adriana 
--Naranjo Ortiz, Jaime 
--Navarro Brain, Alejandro 
--Núñez Valenzuela, Juan 
--Ojeda Uribe, Sergio 
--Olivares Zepeda, Carlos 
--Orpis Bouchón, Jaime 
--Ortiz Novoa, José Miguel 
--Pareto González, Luis 
--Pérez Arriagada, José 
--Pérez Lobos, Aníbal 
--Pérez Varela, Víctor 
--Pollarolo Villa, Fanny 
--Prochelle Aguilar, Marina 
--Prokuriça Prokuriça, Baldo 
--Recondo Lavanderos, Carlos 
--Reyes Alvarado, Víctor 
--Rincón González, Ricardo 
--Riveros Marín, Edgardo 
--Rocha Manrique, Jaime 
--Rojas Molina, Manuel 
--Saa Díaz, María Antonieta 
--Salas de la Fuente, Edmundo 
--Sánchez Grunert, Leopoldo 
--Seguel Molina, Rodolfo 
--Soria Macchiavello, Jorge 
--Soto González, Laura 
--Tuma Zedan, Eugenio 
--Ulloa Aguillón, Jorge 
--Urrutia Cárdenas, Salvador 
--Valenzuela Herrera, Felipe 
--Van Rysselberghe Varela, Enrique 
--Vargas Lyng, Alfonso 
--Vega Vera, Osvaldo 
--Velasco De la Cerda, Sergio 
--Vilches Guzmán, Carlos 
--Villouta Concha, Edmundo 
--Walker Prieto, Ignacio 
--Walker Prieto, Patricio 


--Actuó de Secretario del Congreso Pleno el Secretario del Senado, señor Carlos Hoffmann Contreras, subrogante. 

  

II. APERTURA DE LA SESIÓN 

--Se abrió la sesión a las 11:38, en presencia de 40 señores Senadores y 103 señores Diputados. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión. 

  

III. APROBACIÓN DE ACTAS 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las actas de las sesiones de Congreso Pleno celebradas el 16 de octubre de 1999 y el 11 de marzo del año en curso. 
Aprobadas. 

  

IV. ORDEN DEL DÍA 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La presente sesión tiene por objeto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 117 de la Carta Fundamental, votar sin debate los dos proyectos de reforma constitucional que figuran en la convocatoria de hoy. 

  

RATIFICACIÓN DE REFORMAS CONSTITUCIONALES POR CONGRESO PLENO 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional que modifica los incisos primero y segundo del artículo 117 de la Carta Fundamental, relativos a la oportunidad en que deben reunirse el Senado y la Cámara de Diputados para aprobar una reforma constitucional. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (2089-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican: 
Proyecto de reforma constitucional : (moción del señor Díaz) 
En primer trámite, sesión 34ª, en 10 de septiembre de 1997. 
Informe de Comisión: 
Constitución, sesión 17ª, en 4 de agosto de 1998. 
Discusión: 
Sesiones 25ª, en 1º de septiembre de 1998 (queda pendiente su discusión); 29ª, en 9 de septiembre de 1998 (se aprueba en general y particular). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No obstante que el texto del proyecto -que es muy breve- se encuentra en conocimiento de los señores Senadores y Diputados, se le dará lectura. 
Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario subrogante).- La reforma constitucional es del tenor siguiente: 
"Artículo único.- Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 117 de la Constitución Política de la República, por los siguientes: 
"Artículo 117.- Las dos Cámaras, reunidas en Congreso Pleno, serán convocadas por el Presidente del Senado a una sesión pública, que se celebrará no antes de treinta ni después de sesenta días contados desde la aprobación de un proyecto en la forma señalada en el artículo anterior, en la que, con asistencia de la mayoría del total de sus miembros, tomarán conocimiento de él y procederán a votarlo sin debate. 
"Si a la hora señalada no se reuniere la mayoría del total de los miembros del Congreso, la sesión se verificará el mismo día, a una hora posterior que el Presidente del Senado haya fijado en la convocatoria, con los diputados y senadores que asistan.".". 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde votar. 
Si le parece a la Sala, se aprobará la reforma constitucional. 
--Se aprueba por 122 votos a favor, dejándose constancia de que se reunió el quórum requerido por el inciso tercero del artículo 117 de la Carta. 
El Senador señor MORENO.- Señor Presidente, ¿podría dejarse constancia del nombre del autor del proyecto? 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya existe esa constancia en la historia de la reforma, señor Senador. 

  

CREACIÓN DE ESTATUTO DE EX PRESIDENTES DE LA REPÚBLICA 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 30 de la Carta Fundamental con el fin de establecer el Estatuto de los ex Presidentes de la República. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (2397-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican: 
Proyecto de reforma constitucional: (moción de los señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo) 
En primer trámite, sesión 28ª, en 7 de septiembre de 1999. 
Informe de Comisión: 
Constitución, sesión 30ª, en 8 de septiembre de 1999. 
Discusión: 
Sesión 33ª, en 15 de septiembre de 1999 (se aprueba en general y particular). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En atención a que debe votarse sin debate y a que los señores Parlamentarios tienen derecho a fundamentar su postura, para los efectos de desarrollar la votación en la forma más ordenada posible hemos conversado con el señor Presidente de la Cámara de Diputados y con los representantes de los diversos Comités -por lo tanto, hay acuerdo al respecto- y hemos resuelto ceñirnos al procedimiento que paso a indicar. 
Tiempo total de votación: dos horas, o sea 120 minutos, distribuidos proporcionalmente entre los Comités de Senadores y Diputados como sigue: Comité Demócrata Cristiano, 34 minutos; Comité UDI, 20 minutos; Renovación Nacional, 19 minutos; Comité PPD, 12 minutos; Comité Socialista, 10 minutos; Comité Institucionales 1, 5 minutos; Comité Institucionales 2, 5 minutos; Comité Independientes, 5 minutos, Comité Radical, 5 minutos, y Comité Unión Centro-Centro, 5 minutos. 
He solicitado a los señores Senadores y Diputados distribuirse el tiempo de su respectivo Comité y me han hecho llegar una lista de quienes intervendrán. 
Advierto a los oradores inscritos que deberán cumplir con los tiempos que se han autofijado, porque como la votación se tomará por orden alfabético, si alguien excede el lapso que le corresponde dentro de su Comité dicho exceso se le restará al Senador o Diputado del mismo Comité que continúa en la lista. 
Antes de iniciar la votación, el señor Secretario leerá el texto de la reforma. 
El señor HOFFMANN (Secretario subrogante).- "Artículo único.- Agréganse los siguientes incisos al artículo 30 de la Constitución Política de la República: 
"El que haya desempeñado este cargo por el período completo, asumirá, inmediatamente y de pleno derecho, la dignidad oficial de Ex Presidente de la República. 
"En virtud de esta calidad, le serán aplicables las disposiciones de los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 58 y el artículo 59. 
"Quien actualmente o en el futuro se desempeñe como senador vitalicio, podrá renunciar a dicho cargo, en cuyo caso mantendrá la dignidad de Ex Presidente de la República. 
"No la alcanzará el ciudadano que llegue a ocupar el cargo de Presidente de la República por vacancia del mismo ni quien haya sido declarado culpable en juicio político seguido en su contra. 
"El Ex Presidente de la República que asuma alguna función remunerada con fondos públicos, dejará, en tanto la desempeñe, de percibir la dieta, manteniendo, en todo caso, el fuero. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial.".". 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación. 
Los señores Senadores y Diputados que lo deseen pueden acercarse desde ya a la Mesa para dar a conocer su pronunciamiento. 
--(Durante la votación). 
El Diputado señor AGUILÓ.- Señor Presidente, el Diputado señor Juan Bustos fundamentará el voto en nombre de los Diputados y Senadores socialistas. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así me han informado. 
El Diputado señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, Honorable Congreso, nadie podrá decir, después de aprobar la reforma constitucional que hoy nos ocupa, que ésta es "algo que no tiene nombre". No, señor Presidente. La normativa que ahora tratamos, en su aspecto inmediato, tiene nombre y apellido, lo que la torna en una modificación de conveniencia y coyuntura. 
Beneficia, en primer término, a don Patricio Aylwin y, posiblemente, a don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, si éste último decide más tarde, por sí y ante sí, renunciar a su calidad de Senador vitalicio. Al Senador señor Pinochet, en cambio, el despacho de esta nueva norma constitucional le resulta indiferente. Nadie lo podrá privar, ni hoy ni mañana, de su calidad de Senador. Ya en Inglaterra lo ultrajaron hasta la saciedad como persona. Igual sucede con nuestro país, cuya soberanía fue vergonzosamente avasallada. 
Digo que esta enmienda constitucional beneficia al señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle porque, manteniendo a los Senadores vitalicios, se le permitió no sólo asumir el cargo, sino también que el día de mañana vuelva a postularse a la Presidencia de la República simplemente ejerciendo el sencillo expediente de la renuncia personal. 
Señor Presidente, durante largos años hemos oído de la Democracia Cristiana y de sus principales personeros la más fuerte y sostenida campaña de oposición a la idea de los Senadores vitalicios como institución constitucional. Y ahora, cuando parecería que con ese discurso público se hubiese convencido a la mayor parte del país, incluidos muchos de nosotros, acerca de la necesidad de eliminarlos, los antiguos detractores exhiben el deseo de blanquear esta institución, añadiéndole el expediente de su renuncia meramente potestativa. 
Señor Presidente, Honorable Congreso, lo que habría correspondido hacer en esta ocasión, en homenaje a la consecuencia y a la honradez política, era terminar derechamente con la institución de los Senadores vitalicios y no adorar hoy, disimulada y torpemente, lo que la mayoría dominante execró tan sólo ayer. Estoy consciente de que esta posición de eliminar a los Senadores vitalicios no fue siempre la mía en el pasado. Tengo vivo el recuerdo de los alegatos que a favor de esta idea hizo en otra época don Jorge Alessandri Rodríguez. Pero, con el correr del tiempo y observando la experiencia vivida, he alcanzado la íntima convicción de que, al iniciarse este nuevo siglo, en una sociedad ávida de mayores expresiones de democracia, si algún ex Presidente de la República desea ingresar al Senado, debe hacerlo por medio de elecciones democráticas, como innumerables de ellos lo hicieron en el pasado, incluido don Eduardo Frei Montalva, y no por esta vía que, sometida a tan largas y ácidas críticas, ha llegado a constituir, no un honor o una distinción como fue inicialmente concebida, sino una pesada herencia obligatoria que se hace cargar sobre la Primera Magistratura de la Nación. Es decir, la insidia, el repudio, la propaganda partidista de tantos años, convirtió en la conciencia pública la institución de Senador vitalicio, en vez de un honrado destino, como se pensaba originalmente por los autores de la reforma que la creó, en un malquerido y repudiado legado que nadie querría ni querrá aceptar sin avergonzarse. 
Hace algún tiempo escuchábamos de distinguidos líderes de la Democracia Cristiana que los Senadores vitalicios ingresaban por "la ventana" al Senado de la República. Hoy nos preguntamos si consideran que don Eduardo Frei Ruiz-Tagle ha ingresado también por esa vía. 
En resumen, fui partidario de haber terminado ahora con la institución de los Senadores vitalicios y, ciertamente, de conceder a los ex Presidentes de la República la pensión de gracia propuesta en el proyecto en votación. Esta última, en nuestro criterio, debería haber alcanzado incluso a todos aquellos ciudadanos que fueron elegidos democráticamente Presidentes de la República y que por alguna razón no terminaron su período, con el agregado de que esta pensión tendría que alcanzar también a la viuda e hijos menores o incapacitados, si los hubiere. 
De otra parte, estamos por hacer posible que el Gobierno que recién se inicia tenga éxito al servicio de los auténticos intereses nacionales permanentes, que son los únicos que de verdad interesan a la ciudadanía, entre los cuales, por cierto, no se encuentran ni se han encontrado nunca las iniciativas pirotécnicas de acomodo político circunstancial. 
Por éstas y otras razones, y porque no deseo dejar congelado de por vida al último Senador vitalicio que conocerá nuestra República, voto que sí. 
El Senador señor BOENINGER.- Señor Presidente, votaré favorablemente la ratificación de este proyecto con mucha convicción, por las razones siguientes: 
1º Se trata de un proyecto aprobado por abrumadora mayoría tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado; de modo que las razones que pudieran tenerse hoy para abstenerse o votar en contra cabe atribuirlas solamente a hechos ocurridos con posterioridad a la reforma, y no a su sustancia. Es obvio que el evento que ha influido visceral y emocionalmente en este sentido es el retorno del General Pinochet y las particulares circunstancias en que hoy se encuentra, en especial la petición de desafuero en su contra. 
2º La reforma sometida a nuestra ratificación aborda esencialmente dos cuestiones. Por una parte, repara una injusticia histórica que afecta a un ex Presidente de la República, pero lo hace creando una dignidad permanente a favor de todos los ex Presidentes, pasados o futuros, a semejanza de lo que existe en otros países, en vez de recurrir a la poco razonable fórmula de una excepción personalizada. 
En segundo lugar, permite a los Senadores vitalicios renunciar a sus cargos de tales si así lo desean, para acogerse a la dignidad de ex Presidente. Esta norma resulta de toda lógica si se considera que la tendencia general apunta a que los mandatarios sean cada vez más jóvenes y con mayores expectativas de vida, por lo que resulta absurdo forzarlos a desempeñar una misma función durante 30 ó 40 años. 
Además -y esto es medular-, facilita la salida del Senado del General Pinochet, algo que la Concertación desea fervientemente y que se torna viable con esta fórmula, al permitir que su eventual retiro se produzca de modo digno, condición necesaria para que el afectado pueda decidir acogerse a la norma respectiva. 
Por otro lado, hacer renunciable el cargo de Senador vitalicio es un primer paso hacia la derogación de esa institución. 
3º Para hacer más factible la renunciabilidad de los Senadores vitalicios, la reforma les mantiene el fuero y la dieta que les confiere su investidura parlamentaria. 
Esta norma ha dado origen al temor de diversos Parlamentarios y dirigentes políticos de que por esta vía se estaría otorgando al General Pinochet un segundo fuero e, incluso, tornando imposible su desafuero. 
Debo afirmar del modo más categórico que eso no es así; que tales temores no pasan de ser una sospecha infundada, surgida de la exigente demanda de justicia que, con razón, determina sus conductas. 
Todos los informes jurídicos coinciden en que al señalar el inciso segundo del artículo único del proyecto, de modo explícito, que serán aplicables a los Senadores que se acojan a la calidad de ex Presidente las disposiciones de los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 58 de la Constitución, se les está conservando expresamente el mismo fuero que actualmente poseen. De acuerdo con lo que señala el distinguido jurista don Alfredo Etcheberry, la reforma no agrega ni siquiera una cláusula -como suele hacer la Constitución- que indique que una ley reglamentará la forma de hacer efectiva la norma o que postergue su aplicación hasta que se dicte una ley reglamentaria. La aplicación del artículo 58, que dispone la posibilidad de desafuero y el procedimiento para llevarlo a cabo, es pura y simple, de modo que si se admite que los ex Presidentes van a adquirir el fuero en forma inmediata, forzoso es admitir que en la misma forma adquirirán la posibilidad de ser desaforados. 
Por otra parte, la historia de la ley es clara. En el curso de su tramitación, jamás se planteó que se podría estar concediendo a los ex Presidentes un fuero distinto y más pétreo que el que les corresponde como Senadores. 
Sin perjuicio de lo anterior, es razonable, en cuanto entre en vigencia esta reforma, tramitar un proyecto de ley que añada a las normas referentes al desafuero del Código de Procedimiento Penal la referencia a los ex Presidentes de la República, con meros fines de congruencia de textos. 
4º Como lo reconoce la mayoría de quienes tienen dudas o disienten hoy del proyecto, se trata, pues, de un problema de imagen pública interna y externa, ligado al retorno del General Pinochet y a los procesos en su contra. Comprendo y respeto profundamente tales prevenciones; más aun, creo que son inevitables dadas las pasiones que generan los problemas pendientes de nuestro pasado. 
Quiero sostener, sin embargo, que cuando una imagen no responde a un hecho cierto, como ocurre en el presente caso, corresponde precisamente a la elite política ejercer liderazgo, persuadir y convencer a la opinión pública acerca de la realidad de la situación; es decir, que la reforma no cambia en lo más mínimo la situación procesal del General Pinochet, tan susceptible de ser desaforado mañana como lo es hoy. 
5º Finalmente, entiendo que a muchos les resulte difícil reconocer al General Pinochet la calidad de ex Presidente de la República. Al respecto, sólo quiero recordar que de hecho se la han reconocido al aceptar su desempeño -con protestas, es cierto- como Senador vitalicio y al solicitar el desafuero, dado que su fuero proviene, precisamente, de esa calidad. 
Voto que sí. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Bustos. 
El Diputado señor VILCHES.- ¿Me permite, señor Presidente? Pido que se lea el artículo 8º del Reglamento del Senado, porque, a mi juicio, de acuerdo con esa norma el Diputado señor Bustos tiene derecho a hablar pero no a votar, en razón de que se halla involucrado en las querellas contra el Senador señor Pinochet. 
Pido dar lectura a la parte pertinente del Reglamento. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debo responder al señor Diputado que la interpretación del Reglamento corresponde al Presidente del Senado y, en mi calidad de tal, digo que cada señor Parlamentario decide si se acoge o no a la norma indicada; de modo que, en este caso, es el propio Diputado señor Bustos quien debe tomar una decisión en un sentido o en otro. 
Tiene la palabra el Diputado señor Bustos. 
El Diputado señor BUSTOS.- Honorable Congreso Pleno: 
El proyecto de reforma constitucional que hoy se somete a votación ha tenido por finalidad reparar una omisión en lo relativo al respeto y consideración que ha de tener una sociedad hacia quienes han llegado a ser la máxima autoridad de la nación. 
Este propósito cobra aun mayor vigor debido a que la mezquindad de la Oposición ha permitido mantener al primer Presidente de la restauración democrática, que merece nuestro mayor respeto y afecto, en una posición desmejorada, aun con relación a quien brutalmente usurpó el poder constitucional durante largos años. 
Lamentablemente, esta loable intención fue contaminada por la búsqueda de una solución oblicua respecto de los Senadores vitalicios, cuyo término sólo es posible de una manera transparente, esto es, mediante su eliminación pura y simple, al igual que en lo referente a los Senadores designados. Por eso, se hace evidente la necesidad de concordar una reforma constitucional sobre el particular. 
Pero hoy la reforma constitucional resulta todavía más grave por el hecho de que frente al desafuero presentado ante la Corte de Apelaciones de Santiago en contra de Augusto Pinochet se han levantado diferentes interpretaciones jurídicas, que han tenido repercusión tanto en la sociedad chilena como en la comunidad internacional. 
Más allá de la validez jurídica que posean dichas interpretaciones, por la trascendencia que tiene el proceso criminal en curso, en el que el Partido Socialista ha presentado dos querellas, creemos que no es dable siquiera en apariencia interferir en la acción de la justicia, sin perjuicio de que comprendemos y respetamos las diferencias de opinión con nuestros colegas democratacristianos, con quienes compartimos idénticos propósitos de verdad y justicia. 
Lo anterior no significa desconocer nuestro error al haber concurrido con nuestros votos a aprobar esta reforma; pero con razón el legislador, por la significación que reviste una reforma constitucional, estableció un plazo de 60 días y la necesidad de un Congreso Pleno para ratificarla, con el objeto de que hubiese la suficiente reflexión y la rectificación del voto, llegado el caso. 
Por las razones dadas, la bancada de Diputados y Senadores Socialistas votará en contra de esta reforma constitucional. 
Voto que no. 
El Diputado señor CARDEMIL.- Pido la palabra. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede fundamentar el voto Su Señoría. 
El Diputado señor CARDEMIL.- Señor Presidente, anuncio el voto favorable de los Parlamentarios del Partido Renovación Nacional a esta reforma constitucional, de alguna forma atípica, que flexibiliza la participación de los ex Presidentes de la República dentro de la organización del Estado. 
Tomamos tal decisión porque consideramos que éste es un paso en la dirección correcta. Pero sólo un paso hacia la concreción de objetivos nacionales mucho más acuciantes y de mayor envergadura y profundidad, que requerirán de todos nosotros -Gobierno y Oposición, Alianza y Concertación- tanto más claridad, objetividad, voluntad y sentido de futuro. 
Aprovecho, por ende, la oportunidad de un Gobierno recién electo, que ha dado señales de prudencia, y de una Oposición que está dispuesta a recoger y a respaldar esa prudencia, así como la instancia solemne de este Congreso Pleno para, en mi calidad de Presidente del Partido Renovación Nacional, hacer algunas proposiciones concretas y anunciar las actividades que nuestra colectividad desarrollará en los próximos días. 
A nuestro juicio, la solución concreta de los problemas de las personas y el avance económico y social, tan necesario -en suma, el progreso social-, no corren por una ruta separada de la paz social. El mejoramiento de la calidad de vida sólo se da en un ambiente de amistad cívica, como se ha probado por todas las naciones en todos los tiempos históricos. 
El punto es que todavía hoy, en el año 2000, las dirigencias políticas, que no fuimos capaces de conjurar las crisis del pasado, no hemos podido cerrar aún la transición chilena, que aparece, no desde un punto teórico, sino vivo y percibido por el sentido común, como un período interminable de tensiones. 
Digámoslo claramente, señor Presidente, el cierre de la transición debe atender a lo menos a tres elementos que se desarrollan con su espiral de conflictos ante nuestros ojos, todos los días. 
El primer elemento está constituido por las legítimas aspiraciones en sí mismas, pero que obviamente tienen una dosificación difícil de discernir entre la pasión política y la pura juridicidad. Con ello estamos traspasando a nuestros jueces la responsabilidad de resolver conflictos que otros Poderes Públicos no hemos querido, no hemos sabido o no hemos podido resolver. 
El segundo elemento que nos está afectando es la existencia de temas no resueltos que afectan a los derechos humanos, y sus consecuencias: la sucesión de procesos, que mantienen abiertas las heridas del pasado y necesitan una solución que armonice el legítimo derecho de las víctimas con la certeza jurídica que toda nación necesita para progresar. 
El tercer elemento es la necesidad de definir, en un acuerdo bien formulado, bien pensado y ejecutado, que no aparezca como una agresión de unos contra otros, la estabilidad definitiva y permanente de la Constitución, mediante reformas que dejen claro al país que sus actores políticos debaten dentro de ella, y no respecto de ella. 
Señor Presidente, más que la contingencia, lo que a nuestro juicio Chile necesita, reclama y percibe hoy más que nunca es la oportunidad de lograr un auténtico, claro y definitivo tratado de paz social. Un acuerdo nacional de cierre de la transición chilena que dé al país la seguridad de que sus posibilidades de futuro no están condicionadas por los problemas del pasado, y el cual, si tiene el respaldo de los Poderes Públicos, pueda ser eventualmente plebiscitado por el poder soberano originario para que constituya un hito histórico permanente de una voluntad nacional. 
En la última campaña, señor Presidente, los dos candidatos presidenciales -de los dos grandes conglomerados que afortunadamente llenan el espacio político chileno y no dejan vacíos- expresaron claramente su voluntad de avanzar hacia esos altos objetivos, los que han sido corroborados en estos últimos quince días por las acciones del Gobierno y de la Oposición. 
El Partido Renovación Nacional baja hoy sus cartas ante el Congreso Nacional y declara que sus Parlamentarios -especialmente sus Senadores en la instancia de la Cámara Alta, dentro de la Alianza por Chile, y en el necesario trato de ésta con el Gobierno y la Concertación- trabajarán desde hoy mismo, con prudencia pero con constancia y firmeza, en el logro de este objetivo, que ha sido consubstancial a mi Partido desde hace más de una década, y que en el evento de haber sido Gobierno constituía una de las metas prioritarias. 
En el año 1997, los Diputados de Renovación Nacional impulsamos una reforma constitucional, aprobada por la unanimidad de nuestra bancada y por una amplia mayoría en la Cámara Baja, que proponía el término de los Senadores designados al finalizar su período; elevaba el quórum para la aprobación de la leyes orgánicas importantes para el país; establecía que los ex Presidentes de la República podían ejercer el derecho optativo para asumir por ocho años como Senadores presidenciales -se creaba esa institución-, o bien, incorporarse al Senado, manteniendo siempre los fueros y garantías propios del cargo que habían ejercido. 
Simultáneamente, hoy se tramita en la Cámara de Diputados una reforma constitucional que fortalece las facultades de fiscalización de los señores Diputados, permitiendo a la Oposición la formación de comisiones investigadoras; facultando a un tercio de los Parlamentarios para exigir la concurrencia de los Ministros de Estado a las sesiones, en las que podrán ser interpelados respecto de los actos de su gestión, y obligando a las autoridades del Ejecutivo a dar respuesta a los oficios que se le envíen consultando materias de su competencia. 
No está de más señalar y recordar que una democracia estable requiere de un justo equilibrio entre los Poderes; un Gobierno de mayoría, que efectivamente gobierna y administra, y una minoría que puede fiscalizar y tiene la capacidad de hacerlo. 
Ante este Congreso Pleno, cumplo hoy con el deber, como Presidente del Partido Renovación Nacional e inspirado en el propósito de hacer un aporte concreto a la paz social, de bajar nuestras cartas en los temas del cierre de la transición y, en esta ocasión, en el ámbito constitucional, así como más adelante lo haremos en los asuntos pendientes y no resueltos de los derechos humanos, con proposiciones concretas. 
Por ello, señor Presidente, en nombre de mi Partido, pongo a disposición de Sus Señorías los proyectos de reforma y las ideas en torno del cierre de la transición expuestos precedentemente, no como un punto de término, sino como el inicio de un análisis serio, desapasionado y constructivo, al que invito hoy a todas las fuerzas políticas, de Gobierno y de Oposición, con el propósito de fortalecer nuestra democracia, terminar con la transición y afianzar la paz social, de la que tanto se ha hablado en los últimos meses y respecto de la cual el país tiene cifradas esperanzas en que seremos capaces de conquistarla. 
Por lo expuesto, votamos a favor del proyecto de reforma constitucional. 
He dicho. 
--(Aplausos). 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Coloma para fundamentar el voto. 
El Diputado señor COLOMA.- Señor Presidente, en cumplimiento de lo dispuesto en la Constitución Política, nos reunimos hoy en sesión de Congreso Pleno para ratificar la reforma constitucional que crea un estatuto especial para quienes han desempeñado el cargo de Presidente de la República. 
Éste es para nosotros, sin duda, un proyecto de la mayor trascendencia, no sólo en cuanto significa un acto de justicia hacia quienes han ostentado tan alta responsabilidad, sino, y especialmente, porque refleja el importante grado de madurez política de una sociedad que es capaz de reconocer y valorar la tarea de quienes, desde sus particulares visiones políticas, han entregado sus mejores esfuerzos por el bien del país. 
La reforma constitucional que hoy ratificamos concitó en todos sus trámites legislativos un amplio consenso, quizás uno de los mayores que haya logrado una reforma a la Carta Fundamental. Surge de una iniciativa del Senador institucional señor Aburto, junto con Senadores representativos de prácticamente todas las bancadas parlamentarias: Honorables señores Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo. 
En virtud de este estatuto especial, se confiere a los ex Primeros Mandatarios la seguridad procesal inherente al fuero parlamentario, así como la tranquilidad de una vida digna en lo material. 
Estimo esencial reafirmar aquí una vez más que lo que se busca con ella es conferir a los ex Presidentes el mismo fuero de que gozan hoy los Parlamentarios en ejercicio, con sus atributos de forma y de fondo. No ha habido jamás en el ánimo del constituyente la intención expresa o tácita de crear un fuero de mayor alcance que éste. 
En consecuencia, de aprobarse esta reforma, para que un ex Presidente de la República pueda ser detenido o procesado, será necesario que previamente el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, tenga que autorizar a proceder judicialmente en su contra, declarando que ha lugar a la formación de causa, salvo, por supuesto, que se trate de un delito flagrante. 
Como se aprecia de inmediato, esta reforma tiene una dimensión particular, en cuanto establece beneficios para personas determinadas. Probablemente, en esta dimensión ella sigue generando el más amplio consenso. 
Sin embargo, en las últimas semanas se han alzado voces que, a mi juicio, equivocadamente, han creído ver en ello la posibilidad de que se esté institucionalizando una vía para sacar del ámbito de imperio del Derecho a determinadas personas o legitimándose instituciones que les merecen reparos. Lamentablemente, ésta es la lógica en que permitimos que sigan imperando muchas de las cargas y miedos atávicos de nuestro pasado. Los mismos prejuicios y temores que por demasiado tiempo han determinado negativamente nuestras decisiones. 
Creo, señor Presidente, que Chile, nuestra democracia, nuestra convivencia cívica, viven hoy uno de sus momentos más cruciales. Siento que estamos al borde de resolver muchos de los conflictos que nos han dividido y paralizado por décadas, pero que también estamos ante la posibilidad cierta de volver a equivocarnos y frustrar con ello grandes oportunidades para el reencuentro de los chilenos y su abrazo con la paz social. 
En todo grupo humano que sufre alguna crisis profunda normalmente se rompe con un valor fundamental: la confianza. Sin duda que ella es lo más difícil de reparar; pero, al mismo tiempo, es lo primero que se necesita recomponer para comenzar a resolver y cicatrizar todas las demás heridas pendientes. 
Señor Presidente, si creo que hoy estamos en un momento crucial, es, precisamente, porque percibo que en el último tiempo hemos dado pasos verdaderamente importantes para el restablecimiento de un clima de confianza entre los actores políticos. 
La elección presidencial recién pasada, los gestos que se han producido desde el mismo día 16 de enero tanto de parte de la Oposición como del nuevo Gobierno, han permitido que en muchos de nosotros se abriguen esperanzas fundadas de una posibilidad concreta de avanzar hacia consensos que ya a estas alturas son indispensables y que parecen cada día más necesarios. 
En este contexto, considero que la reforma constitucional que hoy día ratificamos constituye en verdad un gran avances. Ella abre una puerta razonable para ir generando un espacio con la dignidad que merecen los ex Presidentes de la República. 
Así se entendió en su momento en ambas Cámaras y, por ello, se aprobó casi por unanimidad. Buscarle hoy otros alcances, otras interpretaciones a su texto, cuyo objetivo final sea votar exactamente al revés de la forma como se sancionó y fundó hace 60 días, sólo nos impide artificialmente dar un paso que es sano desde el punto de vista del interés general y que es de justicia desde la perspectiva de cada uno de los casos en que esta normativa se aplicará. 
Permítame, señor Presidente, una última reflexión. El debate que se ha producido en los últimos días sobre este tema y desde hace algunos años, respecto de muchos otros, me recuerda una película muy notable exhibida recientemente en nuestro país. En ella los espectadores descubren en el último minuto que el personaje central de la historia que han visto durante una hora y media es un fantasma. 
No quisiera que descubriéramos demasiado tarde que hemos perdido décadas, que pueden ser de progreso y de trabajo conjunto, por seguir mirando al pasado, por continuar luchando artificialmente y que, al final del día, los políticos seamos los únicos que no nos hemos dado cuenta de que para el resto del país nos convertimos en verdaderos fantasmas, ajenos por completo a la dimensión de sus problemas reales, para los que nos exigen a todos soluciones urgentes y eficaces. 
Por todo esto, señor Presiente, estimo necesario aprobar esta reforma constitucional. Ella apunta en el sentido correcto, ella apunta a resolver y no a complicar las dificultades que aún persisten en nuestra convivencia. Estoy seguro de que ella ayudará a que sigamos recomponiendo nuestra mutua relación de confianza. 
Por eso, todos los Parlamentarios de la UDI aprobamos la reforma. 
El Senador señor DÍEZ.- Señor Presidente, señores Parlamentarios, nos hemos reunido para modificar una vez más nuestra Carta Fundamental como lo hemos hecho con relativa frecuencia en los últimos años. 
Las constituciones no sólo deben organizar políticamente a las naciones, explicitar y proteger los derechos de las personas y precisar el poder de la autoridad frente a ellas, sino que, además, han de ser el principal vínculo de unión de la sociedad política e interpretar el gran consenso nacional. 
La Constitución de Chile debe unirnos; no dividirnos. Sus disposiciones deben ser símbolo de protección para la ciudadanía, de seguridad del sistema jurídico y de estabilidad general. Por el contrario, nuestra Carta Fundamental ha sido objeto de debates permanentes, lo que nos indica nuestro deber de afrontar, con profundidad, nuestras diferencias al respecto y encontrar juntos el consenso democrático que haga que ella sea la Ley Suprema de todos los chilenos. 
En las pasadas elecciones presidenciales coincidimos en la necesidad de avanzar en el perfeccionamiento y profundización democrática de la Constitución. Es nuestra obligación hacerlo ahora, con la intención de cumplir íntegramente y con prontitud y eficiencia nuestras promesas a la ciudadanía. 
La elección popular de la totalidad del Senado se presenta como un deber ineludible para todos los actores políticos, superando las desconfianzas pasadas que hicieran fracasar los propósitos de muchos de nosotros. 
Chile merece que los actores políticos le demostremos que no tenemos miedo a la democracia, sino que es nuestro deseo perfeccionarla y profundizarla. 
La participación de todos en la conducción de nuestra propia historia tiene como nivel mínimo la elección popular de todas las autoridades políticas. 
Al mismo tiempo, tenemos una exigencia perentoria que nos imponen la edad moderna, la transparencia y la publicidad de los actos del Estado. Eso hace necesario que, en un país de presidencialismo acentuado como el nuestro, tengamos una fiscalización dotada de mayores facultades e instrumentos. El requerir la mayoría política para ello es un contrasentido, porque la fiscalización debe ejercerse, fundamentalmente, por las minorías no gobernantes. 
Por otra parte, la publicidad de los actos del Estado y de la administración debe fortalecerse, para que no nos suceda nuevamente que empresas estatales o creadas por ley desconozcan la obligación de informar al Parlamento y que, cuando sean sancionadas por la Contraloría General de la República, en un acto increíble de rebeldía, entablen demandas civiles contra el órgano contralor, buscando por medios indirectos e ilegítimos menoscabar o desconocer la función del Congreso Nacional. Esto, agregado a mayores garantías que exige la prensa con la modificación de la Ley sobre Seguridad del Estado, hace que debamos favorecer de todas maneras en nuestra Constitución la transparencia y la publicidad. La luz es requisito de nuestra democracia, además de la elección popular. 
Hagamos todo esto hoy. Renovación Nacional los invita a ello. 
La reforma que nos ocupa debe ser juzgada a la luz de lo permanente. Y resulta conveniente en un sistema democrático que ella otorgue a quien ha desempeñado el más alto cargo por seis años o por el período que señale la Constitución, los medios adecuados y la dignidad cuando lo deja. 
Hablemos las cosas con franqueza. Somos un país en el que, sin ninguna excepción en nuestra historia, los Primeros Mandatarios han sido honestos. Démosles la tranquilidad para que cuando dejan el mando, después de sacrificar sus años en bien del país abandonando todo, tengan la dignidad y los medios que les permitan continuar su vida personal. 
Por eso, voto a favor. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Hales para fundamentar el voto por tres minutos. 
El Diputado señor HALES.- Señor Presidente, me habría gustado que al votar esta reforma constitucional hubiésemos tenido la posibilidad de invocar y, quizás, recordar a don Juan Egaña y su Constitución moralista; o a las reinterpretaciones parlamentarias después del derrocamiento del Presidente Balmaceda; o a don Arturo Alessandri, o a las reformas de don Eduardo Frei Montalva de 1969 y su aplicación en 1971. 
La tensión que me afecta en este instante se debe a que estamos realizando un cambio en la Carta Fundamental todavía en el camino de la despinochetización. Eso marca esta reforma. 
Soy uno de los que quieren que Pinochet salga de la vida política; que se vaya del Congreso. Por eso, votaré favorablemente esta reforma. Ojalá Pinochet pese cada vez menos en la vida política. No me gusta, y me molesta, que mi vida personal en la política haya estado marcada siempre por un dictador. Pero ésos son los hechos que nosotros mismos no fuimos capaces de evitar. 
Le hemos dicho a Chile y al mundo que deseamos que el ex dictador Pinochet deje la vida política. Hoy tiene un fuero; puede ser desaforado. Pero, además, tiene esta alfombra roja que adorna el Salón y tiene derecho a ocupar un sillón en el Congreso. 
Ahora, al votar a favor de la reforma, se abre esa puerta y existe la posibilidad concreta, definitiva y real de que Pinochet no vuelva a tener jamás un escaño aquí, en el Salón de Honor del Congreso, ni en el Senado de la República de Chile. Por eso, voto a favor. 
Ya habrá, señor Presidente, un nuevo tiempo en nuestra patria, en que las tensiones que se nos presenten se relacionen más bien con pensar en más democracia, en más justicia social y en la posibilidad de que el Congreso Pleno, cuando se reúna lo haga en relación con una reforma constitucional y sólo con el recuerdo, ya más despinochetizado, de tiempos dolorosos y difíciles que empapan, incluso, nuestras palabras y el clima en que se discute ahora. Basta verlo en la gente que hoy día, frente a las puertas del Parlamento, portando fotos de sus parientes, espera que les permitan su ingreso a él. 
Ya vendrán tiempos en que solamente quede el recuerdo de lo doloroso. No olvidaremos nada de lo pasado, pero con serenidad, con apertura, con democracia y sin sectarismos seremos capaces de sentarnos aquí Parlamentarios de Izquierda, Derecha e independientes, para construir realmente reformas constitucionales cada vez más democráticas, como la que se comienza a producir al abrir esta puerta para la despinochetización. 
Por lo tanto, voto que sí. 
--(Manifestaciones en tribunas). 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Advierto al público que está prohibido realizar manifestaciones. 
Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton. 
El Senador señor HAMILTON.- Señor Presidente, señoras y señores Parlamentarios: 
En noviembre de 1997, presenté una moción para reformar el artículo 45 de la Constitución, a fin de reemplazar la exigencia de haber permanecido seis años en la Presidencia de la República para que un ex Jefe de Estado pudiera acceder al Senado, por el requisito de haber gobernado un período constitucional completo. 
Al margen de la opinión que se tenga de la institución de los Senadores vitalicios -de la cual no soy ni nunca he sido partidario-, lo justo es que mientras ella exista y no se derogue, no se discrimine entre quienes hayan desempeñado el cargo de Presidente de la República por un período constitucional completo, cualquiera que éste haya sido. 
Muchos Senadores, de distintas tendencias, estimaron de toda justicia ese planteamiento. No obstante, durante el largo período en que el proyecto fue considerado en la Comisión de Constitución, se comprobó que, en definitiva, no tenía viabilidad política. 
Simultáneamente, se trabajó en la idea de reemplazar la institución de los Senadores vitalicios por la de "Senadores presidenciales". Es decir, una vez cumplido su período constitucional, el Presidente de la República saliente podría acceder al Senado sólo por un lapso determinado. Este sistema permitiría un solo Senador presidencial -el último que haya ejercido la Primera Magistratura-, quien podría aportar su experiencia a la Cámara Alta sin distorsionar la representación popular. Esta idea se consideró y se consultó, pero, en definitiva, tampoco prosperó. 
Surgió también la posibilidad de suprimir la institución de los Senadores vitalicios de inmediato o a partir de 2006, cuando se inicie el próximo período presidencial y se renueve la mitad de los Senadores elegidos. Esta proposición, al final, tampoco logró el consenso necesario para impulsar la respectiva reforma. 
Con todo y dentro de la discusión que he sintetizado, el único punto en que hubo permanente acuerdo fue en el de reconocer a los ex Presidentes un estatuto que les garantizara fuero y dieta, a partir del término de su mandato, sin integrar el Senado. Ambos beneficios se consideraron propios de la dignidad de quienes han desempeñado la Primera Magistratura de la Nación y que en justicia corresponde que les sean reconocidos. 
Fue así como en agosto último, junto con el Senador señor Boeninger, propusimos formalmente la respectiva modificación del texto constitucional, la que había surgido de la Comisión, había sido compartida por todos sus miembros y aceptada en todas las consultas a las distintas bancadas, por lo que todos sus integrantes decidimos patrocinarla. 
Se trata de un artículo único, que establece lo siguiente: 
a) El Presidente que haya desempeñado el cargo por un período completo adquiere la dignidad de ex Presidente, consistente en el derecho a gozar de fuero y dieta, conforme a los artículos 58 y 59 de la Carta, respectivamente. 
b) Ese beneficio no alcanza a quien llegue a ocupar el cargo por vacancia del mismo ni al ex Presidente que fuere declarado culpable en juicio político. 
c) El beneficio de la dieta se suspende en caso de que el ex Presidente asuma una función remunerada con fondos públicos. 
d) Quien desempeñe el cargo de Senador vitalicio puede renunciar a dicho cargo y mantener los beneficios que incluye el Estatuto de los ex Presidentes. 
Parece más que razonable que quienes hayan desempeñado la más alta responsabilidad en el país gocen de una condición acorde con la dignidad de ese cargo, tal como ocurre en muchas democracias avanzadas cuando los respectivos Jefes de Estado dejan de desempeñar sus altas funciones. 
La iniciativa fue aprobada en el Senado por unanimidad, en lo que dice relación con la idea matriz y en todos sus incisos, con excepción del inciso tercero, relativo a la posibilidad de renunciar al cargo de Senador vitalicio, que se aprobó por treinta votos contra tres. 
Con posterioridad a la aprobación de la reforma por ambas ramas del Congreso se han formulado públicamente dudas que quiero aclarar o críticas que deseo desvirtuar. 
En primer lugar, se ha cuestionado si la reforma produce efectos desde su promulgación o si sería necesario previamente modificar las normas del Código de Procedimiento Penal relativas al desafuero de Diputados y Senadores. 
Dejamos constancia de que, sin duda alguna, la reforma rige en el acto: 
a) Ella hace aplicable el artículo 58 de la Constitución, referente al fuero y desafuero de Diputados y Senadores y que, en forma sucinta, contempla el tribunal competente y el procedimiento por seguir. 
Como esas reglas están desarrolladas en el Código de Procedimiento Penal para los Parlamentarios y la voluntad del constituyente es someter a los ex Presidentes a esas mismas normas respecto del fuero y dieta, resulta lógico y armónico que tales preceptos legales se apliquen a los ex Mandatarios. 
b) Como lo sostiene el Tribunal Constitucional, las normas de la Carta deben interpretarse armónicamente, desechándose toda eventual colisión que pueda conducir a dejar sin aplicación algunas de ellas. Por tanto, no se puede sostener que no se aplicaría la norma constitucional propuesta por la supuesta falta de desarrollo de la misma en la legislación común. Más aún si, como se aprecia de la sola lectura de la reforma aprobada, ninguno de sus incisos se remite a la ley como necesaria para su aplicación. 
c) El tribunal llamado a resolver un desafuero no podría negarse aduciendo que faltaría alguna norma legal, toda vez que el artículo 10 del Código Orgánico de Tribunales establece que, reclamada su intervención conforme a la ley -y la Constitución es la ley fundamental- en negocios de su competencia -también definidos en este caso por la Carta- el tribunal no podrá excusarse de ejercer su autoridad ni aun por falta de ley que resuelva la contienda sometida a su decisión. 
d) Por último, afirmar que el desafuero no procedería respecto de los ex Presidentes mientras no se dictara una ley regulatoria del mismo importaría aceptar el absurdo de que algunas autoridades, como los Parlamentarios, tendrían fuero y podrían ser desaforadas, mas los ex Presidentes gozarían de fuero pero no podrían ser desaforados. No se advierte la razón jurídica ni lógica que pudiera sustentar esa conclusión. Más aún, esa afirmación llevaría al absurdo de que los ex Presidentes podrían cometer cualquier delito y jamás podrían ser juzgados. 
Por otra parte, se ha sostenido que la reforma importaría una suerte de ratificación de la institución de los Senadores vitalicios, en cuanto dispone que podrían renunciar a dicho cargo, manteniéndose el Estatuto de los ex Presidentes de la República. Nada más ajeno a nuestra voluntad y al texto y objetivo de la reforma. Lo cierto es que el inciso respectivo no obedece a otro propósito que el de insertar adecuadamente la nueva institución de los ex Presidentes de la República en el ordenamiento constitucional vigente, con absoluta independencia del mérito que éste merezca. Las normas vigentes no requieren ningún reconocimiento. Aceptar su existencia -como lo hemos hecho todos solemnemente al asumir nuestros cargos- no significa estar de acuerdo con ellas, ni tampoco renunciar a la modificación o derogación, de acuerdo con las reglas que la misma Constitución establece. 
Finalmente, se ha sostenido -sin fundamento serio alguno- que, de ratificarse la reforma, se favorecería la situación procesal del Senador Pinochet. Quiero reiterar que el único derecho que la iniciativa le reconoce es el de renunciar al Senado y dejar de ser Senador de por vida. No advierto quién de los actuales detractores de la reforma se opondría a ello. 
Lo que sí está claro y no merece dudas es que, en el hipotético caso de que el Senador señalado quisiera renunciar al cargo, mantendría el fuero de que actualmente goza, en los mismos términos hoy establecidos. A este último respecto el proyecto no contempla ningún cambio. 
Opiniones tan ilustradas como las del constitucionalista Alejandro Silva Bascuñán, del penalista Alfredo Etcheberry, del jurista y ex Ministro Francisco Cumplido y de otras distinguidas personalidades de la comunidad jurídica, solicitadas a propósito de las dudas planteadas a raíz de la aprobación de la reforma, concluyen todas en el mismo sentido: en que la reforma se basta a sí misma y que las eventuales interpretaciones que distorsionan su texto y objetivo carecen de fundamento serio. 
Atendidas las razones y antecedentes expuestos, vengo en ratificar la reforma y voto favorablemente. 
El Diputado señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, los Diputados democratacristianos, gracias al aporte de nuestros colegas Sergio Elgueta, Zarko Luksic, Aldo Cornejo e Ignacio Walker, hemos superado los reparos jurídicos que teníamos respecto de esta reforma constitucional, y, desde ese punto de vista, éste último fundamentará nuestra posición. Es así como la bancada de Diputados de nuestro partido la votará favorablemente. 
Valoramos el que a través de ella se reconozca la condición del ex Presidente Patricio Aylwin y su inmenso aporte al proceso de democratización de nuestro país. 
Entendemos que el escenario político ha cambiado con el regreso del Senador vitalicio Augusto Pinochet. Pero tenemos la convicción de que no es argumento suficiente para rechazar esta enmienda constitucional. Más aún cuando ella abre un claro espacio para que Pinochet se retire de la vida política, sentida aspiración de la inmensa mayoría de los chilenos. 
Lamentamos la decisión de Parlamentarios de la Concertación, especialmente del Partido Socialista, de oponerse a la reforma. Por ello, es legítimo pensar que no fueron capaces de construir la ecuación de equilibrio entre la razón y la pasión. Esta actitud siembra dudas acerca de los vínculos necesarios para lograr el éxito del tercer Gobierno de la Concertación. 
Valoramos el gesto de los Diputados del Partido por la Democracia en el sentido de dar su aprobación. Su actitud constituye una clara demostración de que han entendido que el desafío para los chilenos es el futuro. 
Los Diputados de la Democracia Cristiana no permitiremos que, una vez más, se pretenda, implícita o explícitamente, hacernos aparecer como queriendo legitimar o proteger a Pinochet. No es justo que aquellos incapaces de conciliar la razón con la pasión se presenten ante el país como los verdaderos demócratas, como los únicos comprometidos en la lucha por los derechos humanos. Aquí no estamos votando la inmunidad para Pinochet. Como democratacristianos, hemos dado muestras más que suficientes acerca de nuestro compromiso democrático y de nuestra profunda y permanente preocupación por el respeto a los derechos humanos. 
Voto favorablemente. 
El Senador señor LARRAÍN.- Señor Presidente, señoras y señores Parlamentarios, en esta mañana, cuando votamos esta reforma constitucional, hemos escuchado una serie de discursos y planteamientos sobre aspectos muy relevantes de nuestra historia política actual, e incluso, de algunas de las instituciones contenidas en la Carta. 
Sin embargo, el proyecto que nos ocupa tiene un objeto claro y preciso, y a eso me quiero referir, en particular por mi personal vinculación con su texto. Y creo importante hacerlo, para que el sentido y alcance de la norma constitucional, una vez que entre en aplicación, sea precisamente el que quisimos darle todos los que participamos en su elaboración y posterior aprobación. 
El Senador señor Hamilton recordó recién la discusión a propósito de la cual se originó esta iniciativa. Efectivamente, fue a raíz de una inquietud promovida por Su Señoría en una reforma constitucional que sugerí la idea de crear el Estatuto de los ex Presidentes de la República, como una manera de dar una solución definitiva a muchos problemas. Y junto a otras personas había participado sobre el tema en instancias diferentes, pero en ese minuto me pareció oportuno propiciarla. 
Los miembros de la Comisión de Legislación, luego de los debates mencionados, hicieron suya la iniciativa y patrocinaron esta reforma constitucional, que ha tenido un enorme respaldo durante su tramitación en ambas Cámaras. 
Los objetivos planteados en el proyecto nos llevaron a prestarle nuestra aprobación. En términos generales, la reforma propicia un reconocimiento a quienes hayan desempeñado la Primera Magistratura de la Nación. Y, precisamente -como se señaló- porque nuestra historia reconoce que ex Presidentes han destacado por su sobriedad y dignidad durante el ejercicio del cargo, se apunta a que, una vez expirado el mandato, quien lo haya desempeñado tenga derecho al fuero y al privilegio de la dieta, lo que permitirá dedicarse en lo sucesivo a lo que se estime más conveniente. Esa dignidad hace acreedor a un reconocimiento ciudadano de por vida. 
Pero, aparte de estas consideraciones generales, también había otras de orden particular que se solucionaban con esta iniciativa. 
La primera ya se mencionó: una reparación justa y merecida al ex Presidente Aylwin, quien, por lo demás, no la solicitó, pero que nosotros consideramos equitativa y conveniente, reconociendo su trayectoria pública y particularmente su desempeño en tales funciones. 
Con respecto a los Senadores vitalicios, actuales y futuros, pensamos que uno de los problemas que se presentan podía ser superado, cual es la renuncia de tal responsabilidad. La Constitución Política impide concretarla al ex Presidente que ocupa aquel cargo. 
Y había situaciones particulares. Por de pronto, la del Senador señor Pinochet, respecto de quien se consideró que, de tener la posibilidad, podría abrirse un espacio para su retiro (si así lo estimara él) que contribuyera a la paz en los ánimos, habida consideración de que una parte del espectro político quiere que no continúe actuando en política. 
Era una alternativa que permitía hacer uso de ese derecho al Honorable señor Pinochet, al que también podrían acceder otros Senadores vitalicios, actuales o futuros, como el Honorable señor Frei, si deseara presentarse como candidato a Senador de la República. Hoy día la Constitución se lo prohíbe. Por ese motivo, una adecuada flexibilidad constitucional hacía pensar en la conveniencia de que pudiera tener el derecho a renunciar como Senador vitalicio y a postular a algún cargo parlamentario, como ha sido parte de la tradición republicana de nuestro país, donde muchos ex Presidentes han vuelto a la actividad política en esa forma. 
Éstos eran los objetivos que animaron al proyecto de reforma constitucional, y por eso fue aprobado en ambas Cámaras. De ahí, entonces, que no tengo mucha claridad en cuanto a por qué han surgido con posterioridad consideraciones que habrían hecho variar la opinión de muchos señores Parlamentarios, quienes incluso hoy lo han hecho presente manifestando su rechazo. 
La verdad es que no hay ni segundas intenciones ni alcances distintos de los aquí manifestados. Por ese mismo motivo, lo lógico y razonable, desde el punto de vista de la coherencia política, es mantener lo que se dijo en ambas Cámaras cuando se aprobó el proyecto. 
Los problemas que han surgido se despejan con mucha facilidad. 
Se dice que se estaría otorgando un fuero especial a los ex Presidentes. Y el texto expreso de la reforma señala que, precisamente, se les confieren las mismas disposiciones que en esta materia establece hoy la Constitución para los Parlamentarios. Mal podría inferir alguien que eso otorga derechos adicionales a los que éstos poseen en la actualidad. 
En consecuencia, no puede pensarse que porque no hay una norma en el Código de Procedimiento Penal que aplique respecto de los ex Presidentes el fuero en la parte procesal estaríamos creando una situación especial de privilegio. Tanto es así, que, sobre la base de un texto elaborado por el Senador señor Viera-Gallo, hemos firmado un proyecto de ley que tiene como propósito (si ésa es la voluntad y para disipar toda duda) modificar las normas del mencionado Código para que las disposiciones de fuero parlamentario se apliquen también a los ex Presidentes, una vez que esta reforma sea promulgada en el Diario Oficial. A mi juicio, esto viene a ratificar la real voluntad de quienes hemos participado en esta materia. 
Se ha dicho que las circunstancias han cambiado, puesto que actualmente un Senador vitalicio se encuentra en un proceso de desafuero, y que aprobar la reforma podría constituir una señal. Pregunto: ¿señal de qué? No cabe la menor duda de que ese desafuero, por la probidad e independencia de nuestros tribunales, será resuelto en su mérito. Y lo que obremos hoy en nada puede afectar lo que allí ocurra, ni para apoyarlo ni para reprobarlo. Son cuestiones absolutamente distintas, que no tienen, ni en su formulación ni en su elaboración, ningún alcance respecto del proceso judicial de desafuero que se lleva adelante. 
En consecuencia, los cambios que tienen lugar en la vida política, que suceden siempre (y seguirán ocurriendo), dando nuevas dimensiones respecto de los alcances de las normas legales, no pueden significar un entrabamiento del sentido genuino de la enmienda, que no es otro que entregar a los ex Presidentes los mismos derechos de que gozan hoy los Parlamentarios. 
También se planteó el tema de la institución de los Senadores vitalicios o de los designados, como si la aprobación de la reforma constitucional tuviera que ver con la validez de esa institución. 
En el pasado hemos discutido esta materia, y probablemente lo seguiremos haciendo en el futuro. Pero lo que hoy día señalamos en nada dice relación con ese debate. Al aprobar el Estatuto de los ex Presidentes de la República, no estamos ni validando ni desdibujando aquella institución. Ella también puede ser objeto de debate; lo ha sido en el pasado, y lo será quizás en el futuro. Pero no estamos discutiendo su importancia, su validez o, al contrario, sus efectos negativos, sino, simplemente, haciendo algo que nos parece justo y correcto. 
Finalmente, no puedo dejar de mencionar que otro de los argumentos dados es el de que, de aprobarse esta reforma, se estaría reconociendo la calidad de ex Presidente de la República al Senador señor Pinochet. 
Creo que también hay allí un error. Porque, por definición constitucional, sólo se puede ser Senador vitalicio si se ha sido Presidente de la República. 
Luego, no estamos agregando nada que ya no esté zanjado en los términos constitucionales. Por lo demás, así lo han validado el Tribunal Constitucional y la propia Contraloría General de la República. Nada nuevo hay tampoco en estas materias. 
En consecuencia, lo que un grupo de Senadores inició con el propósito de generar un reconocimiento a la dignidad de los ex Presidentes de la República de Chile y de permitir a los Senadores vitalicios renunciar a su cargo y, al adscribirse al nuevo estatuto, gozar de los privilegios, fuero y dieta que tienen los Parlamentarios, sigue siendo el único objetivo válido que nos hace pensar en la conveniencia de aprobar esta reforma constitucional. 
Toda otra interpretación, todo otro alcance, no guardan relación con el proyecto que nos ocupa. Quizás algunos quieren aprovechar esta reforma para enviar otros mensajes. Allá ellos; tienen derecho a hacerlo. Pero no me parece correcto que se tergiverse el sentido de esta enmienda a la Carta, la cual -estoy cierto- es justa y conveniente; permite el reconocimiento a un servidor público -no hacerlo, a mi juicio, representa un agravio-, y posibilita flexibilizar la institución de los Senadores vitalicios, cuestión que, de aprobarse en el sentido genuino que tiene, contribuiría en un momento dado a la pacificación de los ánimos o a franquear el ejercicio de derechos que de otra manera estarían vedados, por la imposibilidad de postularse. 
Por todas estas consideraciones, señor Presidente y señores Parlamentarios, los Senadores independientes y de la UDI que integramos el respectivo Comité de la Cámara Alta, así como todos los Diputados de nuestra colectividad, aprobamos esta iniciativa. 
He dicho. 
El Senador señor LAVANDERO.- Pido la palabra. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, debo recordarle que los tiempos están distribuidos por los Comités y que hay un acuerdo unánime al respecto. Pido a Su Señoría que respetemos... 
El Senador señor LAVANDERO.- Señor Presidente, conversé con mi Comité y me asiste el derecho a fundamentar el voto por cinco minutos. Ese es el acuerdo interno que tengo con él. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Indiscutiblemente, Su Señoría puede hacer fuerza sobre su derecho, pero también debe considerar que hay un acuerdo unánime de los Comités. 
El Senador señor LAVANDERO.- Así será, señor Presidente,... 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sin embargo, si insiste en hacer fuerza sobre su derecho, no puedo impedírselo. 
El Senador señor LAVANDERO.-...pero ése es el acuerdo a que llegué con mi Comité. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De ese modo, seguramente disminuirá el tiempo del Diputado señor Ignacio Walker. 
El Senador señor PIZARRO.- ¿En qué proporción, señor Presidente? 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estamos llevando la contabilidad exacta, señor Senador. Por tanto, no habrá problemas. 
Tiene la palabra el Senador señor Lavandero. 
El Senador señor LAVANDERO.- Señor Presidente, señores Senadores y señores Diputados, quiero mirar este proyecto desde otra perspectiva. 
Desde la Revolución Francesa, los pueblos soberanos han ido rescatando privilegios a sus gobernantes. Este es el principio democrático que está en juego. 
El fuero se ha establecido para entrabar y dificultar al Poder Judicial y a los Parlamentos la acusación de ciertas autoridades. En una democracia, y especialmente en una presidencialista, todos los ciudadanos son acusables por los actos de su desempeño cuando han sido elegidos por el pueblo. 
En Chile, todos los Presidentes elegidos y votados por el pueblo son susceptibles, en consecuencia, de ser acusados constitucionalmente hasta seis meses después de extinguido su período como gobernantes. Ni don Patricio Aylwin ni don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, elegidos democráticamente, han tenido temores de ser acusados judicialmente, a título personal o en nombre del pueblo. 
El señor Pinochet, no elegido de manera democrática, es el único gobernante que nunca ha podido ser acusado libremente. Para el período posterior a su dictadura, se autoconfirió -y los ha utilizado- tres elementos constitucionales y legales a fin de tratar de impedir ser acusado: la Ley de Amnistía, la jurisdicción militar y el artículo 3º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que impide fiscalizar a Pinochet y su Gobierno desde 1990 hacia atrás, durante sus 17 años de dictadura. 
Ahora, el proyecto que hoy nos ocupa configurará un doble fuero, que, según ciertos juristas, dificultará las más de 70 acusaciones y querellas contra Pinochet que ha recibido el juez Guzmán, en quien han confiado los países europeos que han sufrido el asesinato de algunos de sus ciudadanos. 
Cuando Pinochet ejerció el mando, fue acusado de apropiación indebida de terrenos en El Melocotón. El Ministro Chaigneau determinó que había mérito para procesarlo. La Corte de Apelaciones señaló que debía ser desaforado. Acudimos a la Junta Militar -que en ese entonces era el Congreso Nacional-, la cual manifestó que no tenía jurisdicción ni autoridad. Y, en consecuencia, debido solamente a esta circunstancia, la apropiación en comento quedó impune. Pasado el tiempo, ahora sería imposible juzgarlo por ese mismo hecho, pues, luego de 17 años, prescribió. 
Pinochet quedó impune, durante el ejercicio del poder y después de él, por las tres razones que he señalado. Nunca ha podido ser acusado como cualquier Presidente chileno elegido democráticamente, por todos estos vericuetos legales y constitucionales que se han creado. 
Estas son razones muy importantes para poder consolidar una democracia. Todos los ciudadanos, todos los gobernantes, son susceptibles de ser acusados, sin que haya fueros especiales que entraben o impidan la acusación que en nombre del pueblo se les pueda entablar. 
Por eso, voto en contra. 
El Diputado señor LEAL.- Pido la palabra. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede hacer uso de ella durante tres minutos, señor Diputado, según la distribución del tiempo que hizo su Comité. 
El Diputado señor LEAL.- Señor Presidente, estimadas y estimados colegas, considero completamente legítimo que sobre el tema de la reforma constitucional que establece la dignidad de ex Presidente de la República, confiriendo fuero y dieta, haya opiniones distintas entre los Parlamentarios del Partido Por la Democracia, de la Concertación, y entre los Senadores y Diputados en general. Y respeto profundamente la opinión de quienes han decidido votarla a favor. 
Lamento y rechazo la discriminación de que ha sido objeto el ex Presidente Patricio Aylwin y me manifiesto de acuerdo con legislar para que los ex Presidentes democráticos tengan una consideración especial en el momento de abandonar sus funciones. 
Voto en contra de esta reforma constitucional porque creo que retrasa y confunde el objetivo central de la Concertación y de sus Gobiernos de terminar con los Senadores designados y vitalicios, como con los demás enclaves autoritarios, para garantizar un Senado completamente elegido y un Estado de Derecho y democrático pleno, que aún no tenemos en el país. 
Esta reforma es además inútil, porque, desde el regreso del ex General Pinochet al país, no se ha conocido ningún gesto suyo que indique la voluntad de renunciar a su calidad de Senador vitalicio. 
Si queremos que Pinochet deje de ser un factor de la política chilena; si queremos que Pinochet salga de nuestras vidas y que el siglo XXI se construya sin él, terminemos entonces con los residuos autoritarios que le impuso al país y no recurramos a subterfugios legales, como el que estamos debatiendo esta mañana. 
No se elimina a Pinochet de la vida política de Chile si se legisla a su medida para mantener privilegios ajenos a la democracia. No debe flexibilizarse la institución de los Senadores designados y vitalicios: hay que eliminarla. 
Esta reforma es también inoportuna, dado que se vota en el momento en que la Corte de Apelaciones de Santiago ha acogido a tramitación la solicitud de desafuero en contra del ex General Pinochet para encausarlo por la querella relacionada con la Caravana de la Muerte. La aprobación del proyecto que nos ocupa puede enviar una señal negativa a los tribunales de justicia y al país sobre un tema donde corresponde que la magistratura asuma su responsabilidad con independencia y autonomía y garantice que el ex General Pinochet no está por sobre la ley y por sobre los demás ciudadanos. 
Habiéndose asumido con el mundo el compromiso de que Pinochet sería juzgado en Chile, aparece como un contrasentido difícil de explicar a la comunidad internacional el que se apruebe una reforma constitucional que establece el fuero de ex Presidente de la República, que sólo podría ser usado por el ex General Pinochet, ya que ni el ex Presidente Aylwin ni el ex Presidente Frei requieren fuero alguno para continuar desempeñándose en la vida pública y privada de nuestro país. 
En Chile, nunca un Presidente democrático, de Izquierda, de Centro o de Derecha, ha necesitado fuero, porque jamás ha habido motivos para poner su gestión en tela de juicio ante los tribunales y porque siempre se ha considerado que cuando los Presidentes de la República dejan de serlo vuelven a ser ciudadanos comunes y corrientes. 
Eso es lo democrático, eso es lo transparente. Y es bueno preservar en la historia de Chile el principio de que el Presidente de la República no tiene sino el fuero de su propia dignidad, de su probidad y de la moralidad de sus actos. 
Me parece de extrema dignidad (y con esto concluyo) el gesto del ex Presidente Eduardo Frei al anunciar que asumía la calidad de Senador vitalicio para utilizar su voto a favor de las reformas institucionales y del propio fin de los Senadores designados y vitalicios, cuestión que también fue claramente establecida en su momento por los Senadores señores Silva Cimma, Parra y Boeninger. 
Por todo ello, junto a varios Parlamentarios de mi bancada, voto en contra de esta reforma constitucional, que considero inoportuna, innecesaria, ahistórica y que no sirve para reforzar las instituciones democráticas de Chile. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Advierto al Comité Partido Por la Democracia que ha ocupado cuatro minutos de su tiempo. Por lo tanto, los dos oradores que restan dispondrán en conjunto de sólo cinco minutos. 
El Senador señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me referiré de manera muy breve -por los minutos que se nos han entregado- a la reforma constitucional en debate, analizándola desde el punto de vista de lo que es en sí, es decir, centrándola hacia donde va dirigida: hacia las instituciones. No haré mi examen en términos de personas, como una forma de no rebajar el nivel de la discusión de tanta trascendencia que realiza este Congreso Pleno. 
En primer lugar, debo señalar que el Partido Por la Democracia resolvió, dentro de sus responsabilidades políticas, dar libertad de acción a sus Parlamentarios para aprobar o rechazar la reforma que nos preocupa. La diferencia de opiniones en esta materia es absolutamente legítima y no comporta ninguna discrepancia en nuestra colectividad respecto de valores democráticos, ni mucho menos en cuanto al rol permanente y trascendente de la justicia. 
Los dos Senadores del Partido Por la Democracia rechazamos en la Sala de la Cámara Alta, cuando se trató esta materia, toda alusión que significara el acomodamiento o la permanencia de una institución que absoluta y categóricamente, en nuestro concepto, no debe existir. 
Ese es el tema que deberíamos estar discutiendo: la vigencia o no de Senadores vitalicios o de Senadores institucionales. Y tres fuimos los integrantes de la Cámara Alta que en la Sala de ésta así nos expresamos. Por eso, hoy tenemos el derecho a refrendar la decisión que tomamos en aquella oportunidad. 
Una de las ideas de esta reforma es posibilitar la renuncia de los Senadores vitalicios. 
Señores Parlamentarios, somos contrarios a tal renunciabilidad. ¿Por qué? Porque al aceptarla estaremos dando legitimidad precisamente a una figura legislativa con la cual no estamos de acuerdo. 
Esa posición nuestra fue de ayer, es de hoy y será de siempre. Estamos en contra de la existencia de los Senadores vitalicios e institucionales -sean de Izquierda, de Centro o de Derecha-, porque así entendemos la democracia. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador. 
El Senador señor MUÑOZ BARRA.- Pido la generosidad de Su Señoría para que se me dé un minuto más. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se descontará del tiempo de su Comité, señor Senador. 
El Senador señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, estamos comprobando en esta discusión que la idea de la renunciabilidad es ineficaz, pues en el caso de uno de los beneficiados con la reforma que nos ocupa observamos que ello no va a ocurrir. 
Por último, estimo que lo relativo al fuero es de las cosas que en el último tiempo nos deberían provocar cierto rubor. ¡Chile es el único país en el hemisferio -sí, señores Parlamentarios- que está entregando este tipo de inmunidad a ex Presidentes! 
¡De nuevo seremos una nación muy extraña y con una curiosa forma de entender la democracia en los últimos diez años...! 
¡Esa es la verdad! 
No creemos en el fuero, señores Parlamentarios. El mejor fuero de un ex Presidente de la República, de un demócrata, es el que tiene Patricio Aylwin, quien puede caminar por este país y por el resto del mundo sin que nadie lo proteja: ahí está la respetabilidad de la ética de lo que hizo en su Gobierno. Eduardo Frei Ruiz-Tagle tampoco necesita fuero. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador. 
El Senador señor MUÑOZ BARRA.- La tradición cívica de este país nunca entregó fuero a ningún ex Presidente de la República. 
Por eso, los Senadores del Partido Por la Democracia votamos "no" a esta reforma constitucional. 
El Senador señor OMINAMI.- Señor Presidente, por las razones que dio el Diputado señor Bustos y otras que se puedan agregar, voto en contra. 
El Diputado señor ORTIZ.- Voto a favor. 
Lo contrario sería una enorme injusticia para el gran ex Primer Mandatario señor Patricio Aylwin. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Diputado señor Pérez dispone de un minuto para fundamentar su voto. 
El Diputado señor PÉREZ (don Aníbal).- Trataré de entregar en ese tiempo los fundamentos de mi decisión. 
Señor Presidente, Honorable Congreso, desde ya anuncio mi voto a favor de esta reforma constitucional. Lo hago por lo siguiente: 
En primer lugar, para terminar con la discriminación inaceptable que afecta a un ex Presidente de la República a quien el país le debe mucho en la vuelta a la democracia. Me refiero al ex Mandatario señor Patricio Aylwin Azócar. 
En segundo término, porque en caso de aprobarse, desde el punto de vista legal no existe ni la más mínima posibilidad de que el General Pinochet no pueda ser desaforado. Esta enmienda no entrega un doble fuero, ni refuerza alguno existente. Tampoco constituye una mala señal para el Poder Judicial, como se ha dicho. Sostener eso es pensar muy mal de la justicia y del Ministro señor Juan Guzmán que lleva los procesos en contra del General Pinochet. La justicia es independiente de los demás Poderes del Estado. 
En tercer lugar, porque -como se ha expresado aquí- hace posible que el General Pinochet renuncie al cargo de Senador vitalicio. No lo queremos en el Senado de la República. La reforma abre la puerta para que él deje la política, deje el Congreso. 
Por eso, voto que sí. 
El Senador señor VALDÉS.- Deseo fundar mi posición. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Comité Demócrata Cristiano me informa que Su Señoría puede ocupar dos o tres minutos. 
El Senador señor VALDÉS.- Señor Presidente, señoras y señores Parlamentarios, creo mi deber expresar algunas razones que fundamentan mi voto. 
Desde el día en que se promulgó la Constitución Política que nos rige rechacé numerosas de sus disposiciones, por considerarlas reñidas con la definición universalmente aceptada de democracia. 
La Carta Fundamental de una nación es el marco que fija las normas de convivencia de los ciudadanos, establece sus derechos y obligaciones, y fija y regula también las autoridades que ordenan la sociedad. 
Por esencia, la legitimidad de una Constitución descansa en el consenso de los ciudadanos. El respeto que merece no se sustenta ni se obtiene por la fuerza, sino mediante la participación, el consenso, la justicia que ella implica y la libertad que otorga. Por ello es tan legítima la Constitución de los Estados de América, que comienza diciendo: "Nosotros, el pueblo de los Estados Unidos". 
La reforma de la Carta Política que nos rige fue muy parcial antes de la restauración democrática. Y aquí hemos aprobado otras enmiendas, todas relativamente menores, que no han tocado instituciones básicas como la constitución del Senado o la del Consejo de Seguridad Nacional. 
Me veo en la obligación de manifestar que no considero digno para Chile mantener disposiciones fundamentales que impiden la legítima representación política de los ciudadanos. Creo que se toca un punto de ética social muy profundo. Por eso hemos considerado y seguimos considerando que debe imperar la regla de oro de la democracia: la de la mayoría elegida, no designada, ni menos vitalicia. Espero que no caigamos en mayorías hereditarias. 
Ha llegado la hora de lograr un gran acuerdo político, que despeje de una vez por todas las herencias construidas sobre el temor y sobre las heridas que están tan vivas y son tan respetables. 
Ese acuerdo político se puede alcanzar en muchas partes, pero estoy convencido de que debe ser de carácter político y de cara al pueblo, a los ciudadanos. Me interesa usar y recalcar el término "ciudadanos" más que la expresión "la gente", que se ha puesto de moda. 
Estimo que ese acuerdo político es fundamental porque, en definitiva, la democracia se defiende con más democracia, como lo estableció el fundador de la democracia en América, Abraham Lincoln. En ese camino, y para corregir situaciones de injusticia evidente, se propuso y se votó la reforma que nos ocupa. Aunque la consideré insuficiente, me pronuncié a su favor en el Senado por estimarla justa y útil. 
Las razones que tuve hace algunos meses para proceder así no han desaparecido por la situación o circunstancias en que se encuentra una de las personas que toca esta modificación. Hay que ser coherentes. Voté a favor como lo hicimos casi todos, y hoy día no veo razón alguna que me mueva a cambiar mi posición. Que algunas personas estén en un lugar o en otro no altera mi criterio. Además, creo que las Constituciones deben dictarse para que sean permanentes, con valores y principios, y no para determinadas personas, sean éstas una, dos o tres. Sin embargo, es evidente que en este caso se ha tratado de corregir injusticias y de dar facilidades con miras a crear mayor transparencia en nuestras instituciones. 
Por otra parte, a los que han sido Presidentes se les otorgan aquí los mismos beneficios que han tenido. Como abogado, he estudiado personalmente esta situación; me he asesorado también por algunas personas que me merecen gran respeto desde el punto de vista académico. No tengo la menor duda de que, cuando se habla de fuero, no se está modificando el que tienen los Parlamentarios, y creo que puede considerarse que esta modificación no va a constituirse en un tropiezo para la justicia. 
De este modo, mantengo hoy las mismas razones que en el Senado me movieron a votar favorablemente esta reforma constitucional. 
Voto que sí. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debo hacer una aclaración que se me ha pedido por un señor miembro del Congreso Pleno. El tiempo de que dispone la Democracia Cristiana es de 34 minutos, de los cuales quedan todavía 12. Por lo tanto el Honorable señor Valdés no ha ocupado tiempo en exceso; sólo ha disminuido el que restaba a su bancada. 
El Diputado señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, señoras y señores Senadores y Diputados: 
El 15 de septiembre de 1999, hace sólo seis meses, en su sesión 33ª extraordinaria, la unanimidad del Senado votó a favor, en general, el proyecto de reforma constitucional que hoy se somete a la consideración del Congreso Pleno. Es más. La unanimidad de las Senadoras y Senadores se manifestó también a favor de los incisos primero y segundo del artículo único de la iniciativa, que establecen lo medular de ésta: primero, la dignidad oficial de ex Presidente de la República para quienes hubieren desempeñado tal cargo por un período completo; y segundo, los beneficios de fuero y dieta contemplados en los artículos 58 y 59 de la Constitución. No hubo ni un solo voto en contra. 
Incluso los Senadores señores Muñoz Barra, del Partido Por la Democracia, y Ricardo Núñez, que objetaron el inciso tercero del proyecto, referido a la renunciabilidad de la condición de Senador vitalicio, se manifestaron explícitamente a favor de esta institución y de los beneficios que conlleva. Es así como el Senador Muñoz Barra declaró que "nadie está en contra de reconocer a los ex Presidentes de la República el status que se plantea", y que "Soy partidario de que los ex Presidentes de la República conserven un fuero y, además, tengan iguales ingresos económicos que un Parlamentario". El Senador señor Núñez afirmó que "Media un error institucional, un error histórico en que los ex Presidentes de la República carezcan de fuero y de dieta. Considero que es algo fuera de discusión.". 
Pues bien, hace exactamente dos meses, el 25 de enero pasado, la unanimidad de los Diputados de la Concertación, incluyendo los 7 del Partido Socialista, los 12 del Partido Por la Democracia y los 29 del Partido Demócrata Cristiano -insisto, en votación unánime, sin una sola excepción- votó a favor de este proyecto, tanto en general como en particular. Sólo se registraron 8 abstenciones de Diputados de Renovación Nacional. 
En síntesis, puede decirse que en la tramitación de esta reforma constitucional la unanimidad del Senado y de los Diputados de la Concertación dio aprobación formal y solemne al establecimiento de la institución de ex Presidente de la República y a los beneficios de fuero y dieta para quienes se encontraren en esa situación. Sólo hubo tres votos en contra de Senadores de la Concertación -decisión perfectamente respetable, por cierto- en lo que se refiere a la renunciabilidad de la condición de Senador vitalicio, pues, según ellos, dicha disposición contribuiría, al menos tácitamente, a otorgar un reconocimiento a la institución de Senadores designados, opinión compartida por el Diputado de Renovación Nacional señor Gustavo Alessandri. 
Lo cierto es que, tanto en su letra como en su espíritu, el proyecto que aprobamos y que esperamos ratificar en esta sesión solemne del Congreso Pleno es exactamente al revés. El inciso tercero del artículo único señala expresamente: "Quien actualmente o en el futuro se desempeñe como senador vitalicio, podrá renunciar a dicho cargo, en cuyo caso mantendrá la dignidad de Ex Presidente de la República.". La expresión "mantendrá" viene a confirmar que no se crea nada que actualmente no exista. 
El espíritu de esta disposición fue muy bien expresado por el Senador señor Viera-Gallo, quien, relacionándola con el origen de esta moción, expresó: "cuando presentamos este proyecto estamos haciendo algo muy simple: reparar una injusticia histórica para con el ex Presidente Aylwin. Y cuando establecemos un estatuto permanente para los ex Presidentes de la República estamos señalando el deseo de que no sean Senadores vitalicios". De igual forma, el Senador de la Unión Demócrata Independiente señor Hernán Larraín -lo ha ratificado hoy día-, haciendo uso de una interrupción concedida por el Honorable señor Núñez en el debate del Senado, dice a ese Senador "y a quienes han abrigado la inquietud de que el texto implica un reconocimiento de la institución de los Senadores vitalicios que ello se encuentra lejos de los autores o del informe de la Comisión. Mas bien" -concluye- "el espíritu era el contrario. En el análisis del tema se registró el ánimo, como lo recordará el Senador señor Boeninger, de una supresión.". 
Señor Presidente, ¿por qué me he remitido a los hechos y a la forma en que fue aprobado este proyecto, tanto por el Senado, hace seis meses, como por la Cámara de Diputados, hace dos meses, por la unanimidad de aquél y la de los Diputados de la Concertación en esta última? 
Porque en la votación a la que ha sido convocado el Congreso Pleno en conformidad al artículo 117 de la Constitución, uno tiene derecho a pedir y a exigir coherencia en relación a nuestras propias actuaciones recientes. No se entendería con facilidad que quienes ayer votábamos de determinada manera, hoy lo hiciéramos en el sentido exactamente inverso. 
Las razones que tuvieron en vista los autores de esta moción, representativos de un amplio espectro partidario de Gobierno y de Oposición, y sobre todo las que tuvo presente la unanimidad de los Senadores y Diputados de la Concertación, sin un solo voto en contra en lo que se refiere a lo medular del proyecto, siguen plenamente vigentes. 
Deseo señalar que ni las razones jurídicas ni las políticas que se invocan para proceder en sentido contrario, borrando con el codo lo que ayer escribíamos con la mano, se sostienen de manera alguna. 
En efecto, se afirma que, desde un punto de vista jurídico, habría un vacío legal a partir de la inexistencia de una norma en el Código de Procedimiento Penal referida a los ex Presidentes, lo cual podría derivar en que el fuero contemplado para éstos, en el caso específico de que Augusto Pinochet pudiera renunciar a su calidad de Senador vitalicio, bien pudiera acercarnos a una virtual situación de impunidad para él. 
La verdad es que no hay tal. El proyecto que analizamos se remite expresamente a las normas constitucionales sobre fuero y dieta establecidas para Diputados y Senadores, por lo que, en virtud del principio de supremacía constitucional, aquéllas prevalecen sobre cualquier otra de rango legal. 
Por otro lado, si bien no cabe una interpretación extensiva o por analogía, por tratarse de normas de derecho público, en este caso existiría lo que los tratadistas denominan un "implícito constitucional", que significa que, en la situación concreta que analizamos, serían aplicables las normas sobre fuero contempladas en el Código de Procedimiento Penal para Senadores y Diputados. 
Adicionalmente, un principio de interpretación comúnmente aceptado relativo a las normas jurídicas es el de que debe tratarse de una interpretación útil; es decir, las normas han de ser interpretadas en un sentido en que surtan efectos, y no en uno en que no los produzcan. Un corolario de lo anterior es que la interpretación de una norma jamás puede conducir al absurdo, y es de la naturaleza misma del procedimiento sobre fuero que la autoridad en favor de la cual se halla establecido puede ser desaforada. 
Señor Presidente, confundir fuero con impunidad es, simplemente, ignorancia jurídica inexcusable. 
En virtud de lo anterior, consideramos improcedente e inconveniente un veto constitucional en relación con este proyecto, e incluso innecesaria una norma aclaratoria, salvo, por cierto, que ella pudiera despejar las dudas. 
Las consideraciones de tipo político que se esgrimen son aún más débiles que las anteriores. Por de pronto, no se advierte por qué estas razones no fueron expuestas hace seis meses, cuando la iniciativa se aprobó por unanimidad en el Senado, o hace dos meses, cuando fue aprobada en la Cámara Baja por la unanimidad de los Diputados de la Concertación. 
Ya en ambas oportunidades anteriores había decenas de querellas criminales en contra del General Pinochet y existía, para los que deseamos verdad y justicia, al igual que ahora, un ministro de fuero conociendo de las mismas. La situación procesal de Pinochet no ha variado en estos dos meses en lo que se refiere a los tribunales chilenos. 
Adicionalmente, el proyecto que analizamos no agrega a Pinochet nada que no tenga ahora: ex Presidente de la República, sin lo cual no habría podido asumir como Senador vitalicio; fuero, y dieta. 
Lo anterior, sin perjuicio de reiterar, por enésima vez, que desde el punto de vista de los Partidos de la Concertación y de la Democracia Cristiana, aspiramos, como una cuestión de principios democráticos, a eliminar la institución de los Senadores vitalicios, así como la de los Senadores institucionales. 
Termino, señor Presidente, diciendo que para los democratacristianos no es ni puede resultar indiferente la situación que afecta al ex Primer Mandatario don Patricio Aylwin. Él ya es objeto de una discriminación en la actual Constitución en lo que se refiere al estatuto de los ex Presidentes de la República. Creemos que Chile está en deuda con el Presidente Aylwin, y que la forma de saldar esa deuda es otorgándole la calidad y la dignidad de ex Presidente de la República, con los beneficios de dieta y fuero. 
Por eso, votamos a favor del proyecto. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En los dos minutos que restan al Comité Demócrata Cristiano voy a hacer algunas breves reflexiones. 
En primer lugar, aclaro que voto con la convicción jurídica de que la reforma que estamos aprobando en relación con el tema del posible fuero no otorga ningún privilegio ni doble fuero a nadie, y tampoco al Senador vitalicio don Augusto Pinochet. Voto con esa tranquilidad y con esa conciencia. 
En segundo término, y en el mismo sentido, pienso que el hecho de que exista una discrepancia política en esta materia no constituye una señal, en un sentido u otro, al Poder Judicial, por muy respetables que sean las posiciones. Para determinar la procedencia o improcedencia de un desafuero, los tribunales deben actuar de acuerdo con fundamentos jurídicos, y no guiándose por lo que se haya dicho o expresado en este Congreso o por las diferentes posiciones políticas sustentadas sobre el particular. 
En tercer lugar, voto a favor con la convicción de que el Parlamento, al aprobar el estatuto de los ex Primeros Mandatarios, termina con una grave discriminación que afecta a un Presidente de la República de Chile que cumplió una tarea trascendental en la recuperación de la democracia de este país. 
Por lo tanto, voto absolutamente convencido de la necesidad de la reforma. 
Por último, me alegro y ojalá tomemos nota de la voluntad expresada durante el debate por personeros políticos de diferentes Partidos, especialmente de Oposición, en orden a buscar un acuerdo constitucional. Convoco a este Parlamento a que sumemos nuestros esfuerzos con miras a lograr un acuerdo que nos permita contar con una Carta Fundamental como la que requiere el país, que evite discusiones innecesarias y que una -y no divida- a los chilenos. 
Por todas estas razones, voto a favor de la reforma. 
El señor HOFFMANN (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Parlamentario no ha emitido su voto? 
El Diputado señor GIRARDI.- ¡Para evitar futuros tiranos que quiten la vida, voto en contra! 
El Diputado señor NAVARRO.- Voto en contra, señor Presidente. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 
--Se aprueba la reforma (111 votos por la afirmativa, 29 por la negativa y 3 abstenciones). 
Votaron por la afirmativa los Senadores señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Cordero, Chadwick, Díez, Fernández, Foxley, Hamilton, Horvath, Lagos, Larraín, Martínez, Matta, Matthei, Moreno, Novoa, Páez, Pizarro, Ríos, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Urenda, Valdés, Vega y Zaldívar (don Andrés), y los Diputados señores Acuña, Alessandri, Álvarez, Arratia, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Caminondo, Cardemil, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Delmastro, Díaz, Dittborn, Elgueta, Espina, Fossa, Galilea, García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, González, Gutiérrez, Guzmán, Hales, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jarpa, Jeame, Jiménez, Jocelyn-Holt, Krauss, Kuschel, Leay, León, Longueira, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Melero, Mesías, Molina, Monge, Mora, Moreira, Mulet, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Pareto, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Prochelle, Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa, Salas, Seguel, Ulloa, Urrutia, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 
Votaron por la negativa los Senadores señores Bitar, Gazmuri, Lavandero, Muñoz Barra, Núñez, Ominami y Ruiz (don José), y los Diputados señores Aguiló, Allende, Ascencio, Bustos, Ceroni, Encina, Girardi, Jaramillo, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Navarro, Pérez (don José), Pollarolo, Sánchez, Soria, Soto, Tuma y Valenzuela. 
Se abstuvieron de votar el Senador señor Viera-Gallo y los Diputados señores Errázuriz y Lorenzini. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido el objetivo de este Congreso Pleno, se levanta la sesión. 
--Se levantó a las 13:44. 

Manuel Ocaña Vergara, 
Jefe de la Redacción del Senado 

_1051367742

